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boración con la Comunidad Autónoma de Canarias y.
en su caso, las Corporaciones locales, elaborará un Plan
especial de infraestructuras en las áreas turísticas que
servirá de base para un programa de inversiones públicas
que permita alcanzar el nivel de calidad necesario del
sector.

Disposición transitoria cuarta. Régimen de deducción
por inversiones en Canarias.

En el supuesto de supresión del Régimen General
de Deducción por Inversiones regulado por la Ley
61/1978. de 27 de diciembre, del Impuesto sobre Socie­
dades, su aplicación futurá en las islas Canarias, mientras
no se establezca un sistema sustitutorio equivalente, con­
tinuará realizándose conforme a la normativa vigente
en el momento de la supresión.

Disposición transitoria quinta. Servicios de telecomu­
nicación.

Los servicios finales de telecomunicaciones dejarán
de prestarse en Canarias en régimen de monopolio en
la fecha en que queden liberalizados en el conjunto del
territorio nacional y, en todo caso. en fecha no posterior
al 1 de enero de 1998.

Disposición transitoria sexta. Fomento del empleo.

A los efectos señalados en el artículo 21 de la pre­
sente Ley y teniendo en cuenta lo elevado de la tasa
de desempleo en el Archipiélago, el Gobierno de la
Nación y el Gobierno de Canarias coordinarán sus esfuer­
zos y recursos, al objeto de promocionar al máximo el
empleo. Para dicha promoción tendrán la consideración
de recursos básicos los siguientes: las inversiones a
desarrollar por el Estado y la Comunidad Autónoma; los
convenios,entre el INEM, la Comunidad Autónoma y las
Corporaciones locales; los fondos que integran los planes
en materia de empleo de la Comunidad Autónoma y
las aportaciones de los marcos comunitarios de apoyo;
sin perjuicio de otros recursos que pudieran destinarse.

Disposición derogatoria única.

A la entrada en vigor de la presente Ley quedarán
derogadas cuantas disposiciones. legales o reglamen­
tarias, se opongan a lo establecido en la misma y, en
particular. los artículos que integran el Título 11 de la
Ley 30/1972, de 22 de julio. sobre Régimen Económico
Fiscal de Canarias. respecto de aquellas materias que
son objeta de rp.gulación en la presente Ley.

Disposición final única.

1. Se autoriza al Gobierno de la Nación para ¡efundir
en el plazo de un año desde la entrada en vigor de
la presente Ley, y en un solo texto, las disposiciones
legales vigentes en materia de Régimen Económico Fis­
cal de Canarias. La refundición comprenderá también
la regularización, aclaración y armonización de dichas
disposiciones.

2. El Gobierno. previo informe de la Comunidad
Autónoma de Canarias, dictará en el mismo plazo de
un año las disposiciones reglamentarias necesarias para
el desarrollo de la presente Ley, continuando en vigor
hasta entonces las disposiciones existentes.

3. La presente Ley entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Por tanto.
Mando a todos los españoles, particulares y auto­

ridades que guarden y hagan guardar esta Ley.
Madrid. 6 de julio de 1994.

JUAN CARLOS R.
El Presidente del Gobierno,

FELIPE GONZALEZ MARQUEZ

15795 LEY 20/1994. de 6 de julio. de reforma del
artículo 54 de la Ley del Registro Civil.

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo

vengo en sancionar la siguiente Ley.

EXPOSICION DE MOTIVOS

El derecho de los padres a elegir para sus hijos los
nombres propios que estimen más convenientes se halla
sujeto a limitaciones que se corresponden mal con el
principio de libertad que debe presidir esta materia y
que demanda la sociedad española actual. Es, en par­
ticular. inconveniente la regla que impone que los nom­
bres propios deben consignarse en alguna de las lenguas
españolas, la cual lleva consigo que hayan de rechazarse
conocidos nombres extranjeros,"frecuentes en el entorno
cultural europeo. por tener traducción usual a los idiomas
de España, y que, por el contrario. se admitan antro­
pónimos exóticos sin equivalente a estos idiomas. Las
consecuencias desfavorables se acentúan en el caso de
españoles nacidos fuera de España' o cuando uno de
los progenitores tiene una nacionalidad extranjera.

La presente Ley no contempla el problema, común
a los apellidos, de la transliteración en caracteres latinos
de los nombres propios escritos en alfabetos distintos.
porque ésta es una cuestión que queda englobada en
la más general de la traducción de documentos extran­
jeros. Su propósito fundamental es el de admitir para
los españoles los nombres propios extranjeros. A la vez.
los escasos límites que se formulan tienden a proteger
a los hijos frente a una elección irreflexiva o arbitraria
de sus padres, que pueda perjudicar al nacido por el
carácter peyorativo o impropio del vocablo escogido o
por no individualizar suficientemente a la persona.

La reforma del artículo 54 de la Ley del Registro Civil
se completa con una norma de carácter transitorio que
ofrece una vía sencilla para que los españoles. inscritos
en un Registro Civil extranjero con otro nombre propio.
puedan lograr la inscripción de éste en el Registro Civil
español. Claro está que, para otras hipótesis o trans­
currido el plazo previsto en esa norma, quedará a salvo
la posibilidad de obtener la modificación del nombre
propio por el camino de un expediente registral conforme
a las disposiciones generales en vigor.

Artículo único.

El artículo 54 de la Ley del Registro Civil quedará
redactado en lo sucesivo del modo siguiente:

«En la inscripción se expresará el nombre que
se da al nacido, si bien no podrá consignarse más
de un nombre compuesto ni más de dos simples.

Quedan prohibidos los nombres que objetiva­
mente perjudiquen a la persona, así como los dimi­
nutivos o variantes familiares y coloquiales que no
hayan alcanzado sustantividad. los que hagan con­
fusa la identificación y los que induzcan en su con­
junto a error en cuanto 'al sexo.

No puede imponerse al nacido el mismo nombre
que ostente uno de sus hermanos. a no ser que
hubiera fallecido. así como tampoco su traducción
usual a otra lengua.»
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Disposición transitoria única.

A petición del interesado o de sus representantes
legales. formulada en el plazo de tres años a partir de
la entrada en vigor de esta Ley, el encar\lado sustituirá
el nombre propio consignado en la inscripción de naci­
miento por aquél con el que aparezca designada la mis­
ma persona en la inscripción de nacimiento practicada
en un Registro Civil extranjero. La sustitución queda suje­
ta a la justificación de esta circunstancia y no procederá
si el nombre pretendido incurre en las prohibiciones esta­
blecidas por el artículO 54 de la Ley del Registro Civil.

Disposición final única.

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Por tanto.
Mando a todos los españoles. particulares y auto­

ridades que guarden y hagan guardar esta Ley.
Madrid, 6 de julio de 1994.

JUAN CARLOS R.
El Presidente del Gobierno.

FELIPE GONZALEZ MARQUEZ

15796 LEY 21/1994, de 6 de julio, por la que se
modifica el artículo 338 de la Ley de Enjui­
ciamiento Criminal, sobre la destrucción de
la droga decomisada.

JUAN CARLOS 1

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Saber: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo

vengo en sancionar la siguiente Ley.

El artículo 338 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal
permite la destrucción, dejando muestras suficientes, de
«los instrumentos, armas y efectos» que, a tenor del 334
de la misma Ley, puedan «tener relación con el delito»
en cuya investigación sean aquéllos encontrados. Esta
autorización, de la que corresponde al Juez instructor
hacer uso, se corresponde con la necesidad de apreciar
«el peligro real o potencial que comporte su almace­
namiento o custodia», circunstancia que debe ser, como
la Ley ordena, considerada con ocasión de llevarse a
cabo el correspondiente decomiso.

Sin embargo, resultando plenamente operativa esta
fórmula, en el supuesto de la aprehensión de droga, la
realidad aconseja que esa destrucción sea, salvo excep­
ción, obligatoria, una vez cumplimentada, naturalmente,
la oportuna diligencia mediante la que quede debida
constancia de Ja naturaleza, calidad, cantidad y peso
de dichas sustancias.

Artículo único.

El párrafo segundo del artículo 338 de la Ley de Enjui­
ciamiento Criminal tendrá la siguiente redacción:

«Sin embargo, podrá decretarse la destrucción,
dejando muestras suficientes, cuando resultare
necesaria o conveniente por la propia naturaleza
de los efectos intervenidos o por el peligro real
o potencial que comporte su almacenamiento o
custodia, previa audiencia al Ministerio Fiscal y al
propietario, si fuere conocido, o a la persona en
cuyo poder fueron hallados los efectos cuya des-

trucción se pretende. Cuando se trate de drogas
tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas,
el Juez instructor, previa audiencia del Ministerio
Fiscal y de las partes, ordenará su inmediata des­
trucción conservando muestras suficientes de
dichas sustancias para garantizar ulteriores com­
probaciones o investigaciones, todo ello sin per­
juicio de que, de forma motivada. el órgano judicial
considere necesario la conservación de la totalidad.
Lo conservado estará siempre bajo la custodia del
órgano judicial competente.»

Disposición final única.

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y auto­

ridades, que guarden y hagan guardar esta Ley.

Madrid, 6 de julio de 1994.

JUAN CARLOS R.

El Presidente ~el Gobierno,
FELIPE GONZALEZ MARQUEZ

15797 LEY 22/1994, de 6 de julio, de responsabi­
lidad civil por los daños causados por pro­
ductos defectuosos.

JUAN CARLOS 1
REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren,
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo

vengo en sancionarla siguiente Ley:

EXPOSICION DE MOTIVOS

Esta Ley tiene por objeto la adaptación del Derecho
español a la Directiva 85/374/CEE, de 25 de julio de
1985, sobre responsabilidad civil por los daños ocasio­
nados por productos defectuosos. Fruto de un largo y
complejo proceso de elaboración, la Directiva se propone
conseguir un régimen jurídico sustancialmente homo­
géneo, dentro del ámbito comunitario, en una materia
especialmente delicada, en razón de los intereses en
conflicto.

Dado que ni el ámbito subjetivo de tutela ni el objetivo
que contempla la Directiva coinciden con los de la Ley
26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de
los Consumidores y Usuarios, se ha optado por elaborar
un proyecto de Ley especial.

. Siguiendo la Directiva, la Ley establece un régimen
de responsabilidad objetiva, aunque no absoluta, per­
mitiendo al fabricante exonerarse de responsabilidad en
los supuestos que se enumeran.

Como daños resarcibles se contemplan las lesiones
personales y los daños materiales, con la franquicia en
este último caso de 65.000 pesetas.

Los sujetos protegidos son, en general, los perjudi­
cados por el producto defectuoso, con independencia
de que tengan o no la condición de consumidores en
sentido estricto.

La responsabilidad objetiva del fabricante dura diez
años desde la puesta en circulación del producto defec­
tuoso causante del daño. Se trata de un período de tiem­
po razonable si se tiene en cuenta el ámbito de aplicación


